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I.  DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
15651 Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2013.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización 
de gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes 
en el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de 
que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o 
cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones 
de gasto o los criterios de política económica general, que sean complemento necesario 
para la más fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del 
Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado para 2013, elaborados en el marco de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de 
conseguir una mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia 
de las mejoras introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
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ingresos que determinan la incompatibilidad hasta el último día del mes en que se 
finalice, sin que ello afecte a los incrementos que deban experimentar tales 
pensiones, conforme a lo dispuesto en el artículo 27 de este texto.

Como excepción a los efectos de la suspensión señalados en el párrafo 
anterior, si la actividad o pago incompatible se inicia el día primero de un mes la 
suspensión del abono de la pensión procede desde el día primero del mes en que 
se realice la actividad incompatible.» 

Seis.  Se añade una nueva disposición adicional, la decimocuarta, al Texto Refundido 
de la Ley de Clases Pasivas del Estado con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimocuarta.  Dependencia económica en las pensiones 
en favor de padres.

A efectos del reconocimiento de las pensiones en favor de padres, tanto 
ordinarias como extraordinarias, se presumirá que concurre el requisito de 
dependencia económica cuando la suma en cómputo anual de todas las rentas e 
ingresos de cualquier naturaleza que perciba la unidad familiar sea inferior al doble 
del salario mínimo interprofesional vigente.

En el caso de familias monoparentales, se presumirá que concurre el requisito 
de dependencia económica cuando la suma indicada en el párrafo anterior sea 
inferior al salario mínimo interprofesional vigente.» 

Segunda.  Modificación de la Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

Con efectos de 1 de enero de 2013 y vigencia indefinida se modifica la Ley de 16 de 
diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, en los siguientes términos: 

Uno.  Se modifica el apartado b) del artículo 32.1: 

«b)  Dos funcionarios técnicos designados por la Delegación de Hacienda de 
la provincia, que serán nombrados según la naturaleza de los bienes a expropiar.» 

Dos.  Se añade al artículo 32.1 el siguiente apartado e): 

«e)  El Interventor territorial de la provincia o persona que legalmente le 
sustituya.» 

Tres.  Con efectos de 1 de enero de 2013 y vigencia indefinida se modifica el artículo 
58 que queda redactado como sigue: 

«Si transcurrieran cuatro años sin que el pago de la cantidad fijada como justo 
precio se haga efectivo o se consigne, habrá de procederse a evaluar de nuevo las 
cosas o derechos objeto de expropiación, con arreglo a los preceptos contenidos 
en el Capítulo III del presente Título. 

Una vez efectuado el pago o realizada la consignación, aunque haya trascurrido 
el plazo de cuatro años, no procederá el derecho a la retasación.» 

Cuatro.  Con efectos de 1 de enero de 2013 y vigencia indefinida se introduce la 
siguiente disposición adicional: 

«En caso de nulidad del expediente expropiatorio, independientemente de la 
causa última que haya motivado dicha nulidad, el derecho del expropiado a ser 
indemnizado estará justificado siempre que éste acredite haber sufrido por dicha 
causa un daño efectivo e indemnizable en la forma y condiciones del artículo 139 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.»
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